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1. Tiroteo en un cuartel
Encapuchados armados intentaron ingresar en la sección Arsenales del 
Comando de Brigada de Monte XII, en Posadas, pero fueron repelidos a tiros 
por uno de los integrantes de la guardia. La Gendarmería y un juez federal 
abrieron una investigación sobre el incidente. 
Todo habría ocurrido el domingo a las 3 de la madrugada en la mencionada 
unidad militar, ubicada a unas 20 cuadras del microcentro de esta ciudad, 
capital de la provincia. El episodio generó la alarma y preocupación de 
numerosos vecinos, quienes se levantaron sobresaltados al escuchar los 
disparos de FAL.
Desde el Ejército dijeron que fue un grupo de hombres, aunque otras fuentes 
precisaron que sólo se trataba de dos intrusos, quienes habían sido 
sorprendidos dentro del predio de la sección Arsenales y huyeron al notar la 
presencia de los soldados que estaban de guardia. Los intrusos habrían 
logrado avanzar hacia la zona de almacenes del armamento, para intentar 
apoderarse de fusiles y otras armas.
En ese momento, otro de los efectivos que se encontraba en el cuartel, que 
alcanzó a ver lo ocurrido, empezó a repeler el ataque. 
Una de las hipótesis que manejan los investigadores es que el intento de robo 
haya sido cometido por ex integrantes de la fuerza, ya que tenían conocimiento 



de los movimientos internos, ubicación de los puestos de guardia y el sector 
donde se guardan los pertrechos militares. (Ver Clarín, sección El País, 
24/08/2010 y ver La Nación, sección Política, 24/08/2010)

2. Nueva audiencia en un juicio en Chaco
En una nueva jornada del juicio que juzga delitos de lesa humanidad cometidos 
en la Brigada de Investigaciones de Resistencia, Chaco, entre 1974 y 1979, 
Miguel Ángel Molfino, escritor y periodista y ex militante del Ejército 
Revolucionario del Pueblo (ERP), recordó sus días en dicha Brigada donde 
sufrió torturas. En la causa llamada “Caballero”, los acusados son diez ex 
policías y dos militares.
Molfino fue detenido el 23 de mayo de 1979 en un bar cerca de Congreso, y así 
terminó arrestado en Buenos Aires, en la Comisaría 3ª. Luego, en avión de 
línea, esposado y con dos custodios, lo trasladaron a Resistencia y lo alojaron 
en la alcaidía policial. Allí pasó a disposición del Área Militar 233, con destino a 
la Brigada de Investigaciones, sobre calle Juan B. Justo de la capital chaqueña, 
donde lo esperaban, entre otros, el imputado Gabino Manader.
Tras numerosas penurias, lo sometieron a un consejo de guerra y su propio 
abogado, Soria Ojeda, le recomendó que se declarara culpable de al menos 
tres delitos para salir libre. (Ver Página 12, sección El País, 24/08/2010)

3. Fundamentos de la condena a Menéndez en Tucumán
El Tribunal Oral Federal de Tucumán ofreció ayer los fundamentos de la 
condena a prisión perpetua del represor Luciano Benjamín Menéndez y 
consideró que durante la dictadura militar fueron cometidos “los delitos más 
aberrantes de la historia argentina contra la naturaleza humana”.
Los jueces concluyeron que el decreto 261/75, dictado un año antes del golpe, 
el 5 de febrero de 1975, por la entonces presidenta María Estela Martínez de 
Perón, no aludía a la “eliminación física del enemigo, sino a la anulación de su 
accionar”. Para los magistrados, los militares no recibieron ninguna orden de 
aniquilar físicamente a los grupos guerrilleros que actuaban en Tucumán, sino 
sólo la de neutralizarlos dentro de la legalidad. Las Fuerzas Armadas 
tergiversaron el mandato para llevar adelante un “plan sistemático” de 
secuestros, torturas y asesinatos.
En la audiencia fueron leídos los fundamentos de la sentencia dictada el 8 de 
julio, también contra el ex policía Roberto “El Tuerto” Albornoz por crímenes de 
lesa humanidad en perjuicio de 22 personas. Allí los magistrados insistieron en 
que la estructura de poder instaurada por los militares se caracterizó por “una 
escalada represiva sin precedentes”, donde se excluyó “toda instancia de 
intervención de la Justicia”. (Ver Página 12, sección El País, 24/08/2010)

4. Impulsan un servicio cívico voluntario
El Senado comenzó a debatir en un plenario de comisiones un proyecto de ley 
que crea el Servicio Cívico Voluntario (SCV), propuesta que apunta a formar en 
oficios, en instalaciones militares ociosas, a jóvenes que hayan abandonado 
sus estudios o desempleados.



La iniciativa forma parte del paquete de proyectos relacionados con la 
prevención y el combate contra la inseguridad que la Cámara alta prevé discutir 
en las próximas semanas y llevar al recinto en una sesión programada para el 
29 del mes próximo.
El vicepresidente Julio César Cobos, que defendió la iniciativa y contó la 
experiencia de un servicio de similares características que instauró durante su 
mandato como gobernador de Mendoza (2003-2007). El Servicio Cívico 
Voluntario (SVC) contemplará el pago de una beca con montos que varían 
entre los 100 y los 200 pesos. En este punto, la iniciativa de la radical Montero 
reconoce la posibilidad de incluir en el plan de asignación universal por hijo a 
quienes participen de los cursos.
La única voz disonante en el encuentro de las comisiones de Justicia y Asuntos 
Penales y de Seguridad Interior y Narcotráfico fue la de Sabina Frederic, 
subsecretaria de Formación del Ministerio de Defensa, quien objetó la 
capacidad de los militares para brindar el tipo de cursos que se propone para el 
SVC. Frederic sostuvo que “los oficiales y suboficiales del Ejército no están 
capacitados para enseñar, ya que su preparación es militar".
Cobos aclaró que en Mendoza la instrucción no estaba a cargo de los militares, 
sino de docentes designados por la provincia. En la experiencia mendocina, 
agregó, se usaron los talleres de un destacamento de la Fuerza Aérea en los 
que se impartieron cursos de carpintería, tapicería, talabartería y electricidad 
del automóvil, entre otros.
El debate continuará la próxima semana, cuando se insistirá en la invitación a 
los ministros de Defensa, Nilda Garré; de Trabajo, Carlos Tomada, y de 
Educación, Alberto Sileoni. (Ver La Nación, sección Política, 25/08/2010; ver 
Clarín, sección El País, 25/08/2010 y ver Ámbito Financiero, 25/08/2010)
Sin embargo, a los militares mucho no les convence volver al papel que quieren 
que vuelvan a tener. El servicio militar voluntario dio un perfil profesional a las 
Fuerzas Armadas. Se contratan hombres y mujeres, hasta los 28 años para 
que aprendan a combatir. Aquellos que se anotan lo hacen con el deseo de 
integrarse en las filas castrenses. Esa vocación sirve para el trabajo y no hay 
que cuidar que alguien se escape de un lugar en el que quiere estar.
Como alternativa, preferirían el aumento de la cantidad de soldados 
voluntarios. Si es un incremento importante, serviría como generador de 
empleo y de expectativas de vida. (Ver La Nación, sección Política, 25/08/2010)

5. El diputado Olmedo propone la vuelta de la instrucción militar obligatoria
Mientras el proyecto de ley sobre responsabilidad penal juvenil está congelado 
en la Cámara de Diputados, el legislador salteño Alfredo Olmedo (del partido 
Salta Somos Todos) propuso su propia alternativa para evitar que adolescentes 
caigan en redes del delito o bien liberarlos de esas bandas: el regreso al 
servicio militar obligatorio.
El diputado Olmedo construyó su proyecto de ley apoyándose en una encuesta 
que señala un "69,5 por ciento de las opiniones en favor de volver al servicio 
militar obligatorio". La iniciativa de retomar el servicio militar obligatorio, con 
una orientación comunitaria, recibió la mayoría de apoyos en todos los 
segmentos de edad consultados.
El proyecto de ley que presentó en la Cámara de Diputados tiene variantes con 
relación al servicio militar obligatorio que se desarrolló hasta 1994. Una de las 



principales modificaciones es que se pagaría un salario al conscripto. También 
se organizaría en una formación militar y una civil, en la cual se enseñarían 
oficios.
Otra reforma tiene que ver con las prórrogas por estudios universitarios o 
terciarios. El proyecto avala la extensión por cinco años, pero en el momento 
de ser incorporado, si el soldado tiene un título profesional, será tomado como 
oficial en comisión, con las prerrogativas y el pago correspondiente al primer 
grado de oficiales de las Fuerzas Armadas. (Ver La Nación, sección Política, 
25/08/2010)

6. Declaraciones en el juicio de la U9 de La Plata
El abogado Carlos Slepoy declaró en el juicio contra los represores de la 
Unidad 9 de La Plata. Slepoy fue citado como víctima y como testigo de 
“concepto”, es decir para hacer una conceptualización de lo que ocurrió durante 
la dictadura. Sin embargo, no pudo terminar su exposición debido a las quejas 
de los abogados defensores, que fueron admitidas por el tribunal.
Slepoy fue representante de las víctimas argentinas en las causas por 
violaciones a los derechos humanos que se abrieron en España e impulsor de 
la investigación por crímenes del franquismo.
Contó que fue detenido días antes del golpe del 24 de marzo de 1976 en 
Chacarita y que estuvo alojado en la Escuela de Mecánica de la Armada 
(ESMA), en Coordinación Federal, en el penal de Devoto y luego trasladado a 
la U9, donde fue testigo de la violenta requisa del 13 de diciembre de 1976, 
realizada el día de la asunción de Abel Dupuy como director del penal. Señaló 
que ahí empezó “la etapa más dura” y que por cualquier motivo los presos 
podían ser enviados a los calabozos de castigo.
Dijo que logró salir en libertad gracias a las gestiones de su madre ante el 
coronel Gatica, quien le consiguió un pase para emigrar a España, donde 
reside en la actualidad.
Si bien Slepoy dijo sentirse “muy frustrado” porque el tribunal le pidió que se 
acotara sólo a los hechos que se investigan en este juicio, al salir de la 
audiencia afirmó que “cuando se reconozca definitivamente que acá hubo un 
genocidio podemos ponernos a imaginar otras cosas que ni siquiera podemos 
pensar”. (Ver Página 12, sección El País, 25/08/2010)

7. Continúa el juicio por la UP1 de Córdoba
En una nueva jornada del juicio por los crímenes cometidos en la Unidad 
Penitenciaria 1 de Córdoba declaró María Teresa Sánchez, la testigo 43 del 
juicio que se les lleva al ex dictador Jorge Rafael Videla, Luciano Benjamín 
Menéndez y a otros 29 represores en los tribunales Federales de Córdoba por 
el fusilamiento de 31 presos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional (PEN).
En su testimonio, Sánchez no sólo describió las crueldades de los verdugos, 
sino también la complicidad en la que incurrieron funcionarios judiciales durante 
la última dictadura militar.
Desde el comienzo de este proceso, el 2 de julio, tanto los imputados como las 
víctimas coincidieron en una media docena de nombres de jueces, fiscales y 
penalistas que habrían colaborado con el Terrorismo de Estado, ya sea por 
acción u omisión de sus deberes públicos.



Más tarde llegó el turno de la declaración de Graciela Galarraga, quien contó 
cómo sus torturadores la llevaron a declarar ante el “juez Federal de Río 
Cuarto” vendada y con las manos atadas a la espalda. (Ver Página 12, sección 
El País, 26/08/2010; ver Clarín, sección El País, 26/08/2010 y ver Tiempo 
Argentino, 26/08/2010)
Por su parte, otros tres testigos prestaron declaración. Los testimonios 
aportaron más elementos acerca del asesinato de 31 presos políticos, cuyas 
muertes habían sido fraguadas bajo situaciones de fuga. En la mayoría de los 
casos los detenidos estaban imputados por infracción a la Ley 20.840 y la 
estrategia para el fusilamiento consistió en trasladarlos en autos policiales para 
luego simular un enfrentamiento con quienes presuntamente intentaban 
liberarlos. (Ver Página 12, sección El País, 27/08/2010)

8. Masacre de Trelew
Nuevas conclusiones sobre los hechos ocurridos en la Base Zar el 22 de 
agosto de 1972 fueron aportadas por la Comisión Provincial por la Memoria de 
Buenos Aires al Juzgado Federal de Rawson que investigó la masacre. Según 
dicha comisión, “los sobrevivientes de la Masacre de Trelew fueron 6 y no 3. Y 
toda la operación, incluso la fuga, era de conocimiento del gobierno de facto 
que conducía Alejandro Lanusse. Pero no hicieron nada para evitarlo con el 
propósito de generar lo que después generó los fusilamientos”.
Las casi 500 fojas que contienen trabajos de inteligencia realizados por la SIDE 
y la Marina serán incorporados a la causa por el Tribunal Oral Federal de 
Comodoro Rivadavia que todavía no decidió la fecha del juicio oral para los 
seis procesados.
De acuerdo al informe, el 27 de julio del 72 los servicios de inteligencia sabían 
que pocos días después varios integrantes de organizaciones armadas iban a 
intentar una fuga de la Unidad 6 de Rawson donde estaban detenidos. Por eso, 
días más tarde enviaron personal de refuerzo a la Base Zar, entre ellos al 
capitán Luis Sosa y al teniente Roberto Bravo, aún prófugo en Estados Unidos, 
donde su extradición se decidirá el 31 de este mes.
La investigación sobre la masacre se reabrió en 2006 por pedido de familiares 
de las víctimas y hoy hay seis procesados que esperan el juicio oral. (Ver 
Página 12, sección El País, 27/08/2010)

9. Un ex marino declaró sobre secuestros
Los secuestros y desapariciones de las monjas francesas Alice Domon y 
Léonie Duquet durante la dictadura militar fueron "un error y un horror", afirmó 
el ex oficial de inteligencia de la ESMA Antonio Pernías, acusado de crímenes 
de lesa humanidad, quien aseguró, además, que las torturas se aplicaban "lo 
más humanamente posible". El ex marino admitió también la existencia de 
"traslados" de prisioneros, en referencia a los "vuelos de la muerte", desde los 
cuales arrojaban vivos y dopados al Río de la Plata a detenidos ilegales del 
régimen de facto.
Esta fue la segunda vez que Pernías pidió subir al estrado para prestar 
declaración en el juicio que investiga los crímenes ocurridos en la ESMA 
durante la última dictadura. En tono autojustificatorio, el acusado dijo que el 
país pasó por “una guerra” y adjudicó sus “horrores y errores” a “la obediencia 



debida” y “la emoción” que le causaron “los crímenes cometidos por los jóvenes 
idealistas/terroristas/guerrilleros”. 
Quienes están imputados junto con Pernías por 85 crímenes de lesa 
humanidad son Jorge Eduardo Acosta, Alfredo Astiz, Juan Antonio Azic, Carlos 
Capdevilla, Ricardo Cavallo, Julio César Coronel, Adolfo Donda, Juan Carlos 
Fotea, Manuel García Tallada, Pablo García Velazco, Alberto González, Oscar 
Montes, Jorge Rádice, Juan Carlos Rolón, Raúl Scheller y Ernesto Weber. (Ver 
La Nación, sección Política, 27/08/2010 y ver Página 12, sección El País, 
27/08/2010)

10.  Juicio por la masacre de Margarita Belén
En una nueva jornada del juicio, Daniel Aguirre, un municipal jubilado que 
trabajó como sepulturero, disparó ayer un dato revelador cuando declaraba 
como testigo en el juicio por la Masacre de Margarita Belén, en el Chaco: 
mientras eran enterrados los cuerpos de los fusilados en la madrugada del 13 
de diciembre de 1976, ya se hablaba de masacre.
El testigo que convocó la defensa terminó aportando datos más valiosos para 
las querellas y los fiscales que para el interés de los acusados. 
Aguirre no sólo ratificó los datos periodísticos, como la sepultura en la Letra G 
sector 12, sino que además contó que se enteró “ese día, porque cuando 
terminé ya se hablaba de masacre”. Le preguntaron cómo se enteró de ese 
dato y dijo que “es lo que hablaban los policías y la gente que estaba ahí” para 
visitar a sus muertos. (Ver Página 12, sección El País, 28/08/2010)

11. Empiezan los alegatos por los centros clandestinos Club Atlético, El Banco 
y El Olimpo
Luego de 61 audiencias orales y públicas, comenzará la semana entrante la 
ronda de alegatos del primer juicio por delitos de lesa humanidad a un grupo de 
represores de los centros clandestinos Club Atlético, El Banco y El Olimpo. Los 
secuestros, las torturas y los homicidios contra 184 víctimas que casi 
cuatrocientos testigos desmenuzaron durante los últimos nueves meses se 
cometieron en jurisdicción del Primer Cuerpo de Ejército, bajo el mando de los 
generales Carlos Suárez Mason, ya fallecido, y Jorge Olivera Róvere, 
condenado por el Tribunal Oral Federal Nº 5 a la pena de prisión perpetua, que 
purga en libertad a la espera de que la Corte Suprema de Justicia la confirme.
Entre los imputados están el ex jefe del Batallón de Inteligencia 601 del Ejército 
coronel Carlos Alberto Roque Tepedino, condenado a veinte años de prisión 
por crímenes en Campo de Mayo; el coronel Mario Alberto Gómez Arenas, 
condenado en Neuquén por su actuación como jefe del Destacamento de 
Inteligencia 182, juzgado ahora como segundo jefe de la Central de Reunión 
del Batallón 601; el capitán retirado Enrique José Del Pino, alias “Miguel”, 
detenido en 2007 luego de un año y medio prófugo; y el ex agente del Servicio 
Penitenciario Federal Juan Carlos Avena.
La causa principal tiene quince acusados y abarca 181 casos de secuestros y 
torturas. (Ver Página 12, sección El País, 28/08/2010)

12. Juicio por el tráfico de armas a Croacia y Ecuador



El ex presidente Carlos Menem vio aliviada su situación judicial en la causa por 
las explosiones de la Fábrica Militar de Río Tercero, en 1995, luego de que la 
Sala A de la Cámara Federal de Apelaciones de esta ciudad entendió que no 
hay mérito para procesarlo ni sobreseerlo en esta investigación. El tribunal 
dictó además el sobreseimiento de Heriberto Baeza González, ex secretario de 
Asuntos Militares del Ministerio de Defensa.
Por unanimidad, los jueces revocaron lo dispuesto por el juez federal 
subrogante de Río Cuarto, Oscar Valentinuzzi, quien había procesado a 
Menem.
El 3 de noviembre de 1995 la Fábrica Militar voló y provocó la muerte de siete 
civiles e hirió a 300 personas. La Justicia sospechó que con la detonación se 
buscó tapar pruebas de la venta ilegal de armas a Ecuador y Croacia por la que 
Menem está siendo juzgado.
En el caso del ex presidente, la resolución revocó el procesamiento, sin prisión 
preventiva, y embargo preventivo sobre sus bienes. Se lo había procesado por 
el delito de estrago doloso agravado por la muerte de personas.
Pero ahora el tribunal entendió que "no existe hasta el presente mérito para 
ordenar el procesamiento ni el sobreseimiento del nombrado en orden al citado 
delito". (Ver La Nación, sección Política, 28/08/2010)
Durante una nueva jornada del juicio, Emir Yoma, ex asesor y cuñado del ex 
presidente Carlos Menem, clamó su inocencia tras negar haber recibido 
"transferencias" de dinero como coimas por esas operaciones y aseguró que 
las remesas habrían sido embolsadas por Pedro Stier, dueño de la 
desaparecida firma Multicambio.
Por una cuenta del MTB Bank de Nueva York, habrían circulado US$ 400.000 
que, según el teniente coronel retirado Diego Palleros, juzgado en este proceso 
como presunto intermediario en el tráfico de armas, pagó en 1994 a un 
importante empresario vinculado con el gobierno de entonces.
Luis Sarlenga, ex interventor de Fabricaciones Militares y también enjuiciado, 
en la etapa de instrucción aseguró que ese hombre de negocios cercano a la 
Casa Rosada era Emir Yoma, quien siempre lo negó. (Ver La Nación, sección 
Política, 28/08/2010)
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